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Concepto No. 4972 
De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2º, y 278, numeral 5º, de la Constitución Política, el Ministerio Público procede a rendir concepto sobre la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6º, y 242, numeral 1º, ibidem, instauró el ciudadano PABLO JULIO CÁCERES CORRALES contra los artículos 14, 15, 16 y 17 de la Ley 1335 de 2009, que versan sobre la publicidad, promoción y patrocinio del tabaco y sus derivados, y cuyo tenor literal es el siguiente:

LEY 1335 DE 2009

(julio 21)

Diario Oficial No. 47.417 de 21 de julio de 2009

Disposiciones por medio de las cuales se previenen daños a la salud de los menores de edad, la población no fumadora y se estipulan políticas públicas para la prevención del consumo del tabaco y el abandono de la dependencia del tabaco del fumador y sus derivados en la población colombiana.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

CAPITULO III.

DISPOSICIONES RELATIVAS A LA PUBLICIDAD Y EMPAQUETADO DEL TABACO Y SUS DERIVADOS.
(…)

ARTÍCULO 14. CONTENIDO EN LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN DIRIGIDOS AL PÚBLICO EN GENERAL. Ninguna persona natural o jurídica, de hecho o de derecho podrá promocionar productos de tabaco en radio, televisión, cine, medios escritos como boletines, periódicos, revistas o cualquier documento de difusión masiva, producciones teatrales u otras funciones en vivo, funciones musicales en vivo o grabadas, video o filmes comerciales, discos compactos, discos de video digital o medios similares.

PARÁGRAFO. Los operadores de cable, los operadores satelitales y los operadores de televisión comunitaria que estén debidamente autorizados por la Comisión Nacional de Televisión, a través de licencia, no permitirán la emisión en Colombia de comerciales o publicidad de tabaco producida en el exterior.

Las sanciones serán las mismas previstas en la presente ley.

ARTÍCULO 15. PUBLICIDAD EN VALLAS Y SIMILARES. Se prohíbe a toda persona natural o jurídica la fijación de vallas, pancartas, murales, afiches, carteles o similares móviles o fijos relacionados con la promoción del tabaco y sus derivados. 
CAPITULO IV.

DISPOSICIONES PARA PROHIBIR LAS ACCIONES DE PROMOCIÓN Y PATROCINIO DE TABACO Y SUS DERIVADOS.
ARTÍCULO 16. PROMOCIÓN. Prohíbase toda forma de promoción de productos de tabaco y sus derivados.

ARTÍCULO 17. PROHIBICIÓN DEL PATROCINIO. Prohíbase el patrocinio de eventos deportivos y culturales por parte de las empresas productoras, importadoras o comercializadoras de productos de tabaco a nombre de sus corporaciones, fundaciones o cualquiera de sus marcas, cuando este patrocinio implique la promoción, directa o indirecta del consumo de productos de tabaco y sus derivados.

1.  Planteamientos de la demanda.  
El actor aduce que las disposiciones demandadas vulneran los artículos 333 y 334 de la Constitución, al introducir estrictos límites a la publicidad, promoción y patrocinio del tabaco y sus derivados. Estos límites hacen nugatoria la libertad de empresa e iniciativa privada de las personas que se dedican a producir y comercializar el tabaco y sus derivados, con lo cual se mina las bases fundamentales del modelo de economía de mercado, adoptado por la Carta, en concreto: la libertad empresarial que rige el ejercicio de actividades productivas legales. 
2.   Problema Jurídico.

Corresponde analizar si las normas impugnadas, al establecer prohibiciones en materia de publicidad, promoción y patrocinio del tabaco y sus derivados, configuran una restricción arbitraria a la libertad económica, que sirve de fundamento al sistema de economía de mercado vigente en Colombia. O si, por el contrario, se trata de una medida válida, que se enmarca dentro del modelo de Estado Social de Derecho y de los compromisos internacionales adquiridos por Colombia, para combatir el tabaquismo, en defensa del interés general y del bien común. 

Para resolver el problema jurídico planteado, es menester hacer algunas consideraciones generales, para precisar el sentido y alcance de las normas impugnadas, relativas al desestímulo a la demanda y la oferta del tabaco y sus derivados, en el contexto de la lucha contra el tabaquismo en el ámbito nacional y en el ámbito internacional. 
3. Sentido y alcance de la Ley 1335 de 2009, dentro del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud (OMS) para el control del tabaco.

El Convenio Marco de la OMS para el control del tabaco, está compuesto por un preámbulo y 38 artículos. En ellos se establece una serie de normas y directrices en las siguientes áreas: precio y aumento de los impuestos correspondientes, venta a y por menores de edad, publicidad y patrocinio, etiquetas, comercio ilícito y tabaquismo pasivo. El Convenio es un instrumento jurídico-político de derecho internacional público, que concreta el acuerdo de los 192 Estados Miembros de la OMS, alcanzado en la 56ª Asamblea Mundial de la Salud, realizada en mayo de 2003. Su finalidad es la de reducir la mortalidad y morbilidad global asociadas al consumo de tabaco. La Ley 1109, del 27 de diciembre de 2006, incorpora el Convenio al ordenamiento jurídico interno.
El preámbulo del Convenio pone de presente el firme compromiso político asumido por los Estados signatarios, frente a prevenir y reprimir el tabaquismo, con el propósito de evitar sus devastadores efectos en la salud humana y en el medio ambiente. 

El articulado del Convenio está dividido en XI acápites, entre los que merece la pena destacar el contenido normativo de los dos primeros. En ellos se establece una lista de definiciones necesarias para interpretar y aplicar el Convenio, entre las cuales se incluyen objetivos, principios básicos y obligaciones generales. 

El propósito principal del Convenio es “proteger a las generaciones presentes y futuras contra las devastadoras consecuencias sanitarias, sociales, ambientales y económicas del consumo de tabaco y de la exposición al humo de tabaco”. Su sustrato axiológico se concreta en: i) un deber moral universal, de establecer y respaldar medidas multisectoriales y respuestas coordinadas para la prevención del consumo de tabaco; ii) un deber de prevenir las enfermedades causadas por el consumo de tabaco; iii) una serie de obligaciones para el Estado, de formular, aplicar, actualizar, revisar y perfeccionar estrategias, planes y programas nacionales de control del tabaco; y iv) un deber para el Estado de hacer prevalecer los objetivos del Convenio sobre los intereses comerciales de la industria tabacalera.

En la parte que corresponde a las medidas destinadas a reducir la demanda y la oferta de tabaco, el artículo 13 del Convenio reconoce, de manera explícita, que:

“Una prohibición total de la publicidad, la promoción y el patrocinio reduciría el consumo de productos de tabaco” de modo tal que: “cada Parte, de conformidad con su constitución o sus principios constitucionales, procederá a una prohibición total de toda forma de publicidad, promoción y patrocinio del tabaco (…) A este respecto, cada Parte, dentro de un plazo de cinco años a partir de la entrada en vigor del Convenio para la Parte en cuestión, adoptará medidas legislativas, ejecutivas, administrativas u otras medidas apropiadas e informará en consecuencia(…)” (Negritas fuera del original).
La Corte, al ejercer el control constitucional integral de la ley que aprueba el Convenio, por medio de la Sentencia C-665 de 2007, afirma:

“constituye un importante instrumento internacional para evitar y contrarrestar las nefastas consecuencias del consumo del tabaco, en especial para la salud y el  medio ambiente. En este sentido se encuentra en consonancia con los artículos 9, 226 y 227 de la Constitución, disposiciones que orientan la política exterior del Estado Colombiano.” (Negritas fuera del original)
En la misma Sentencia, la Corte afirma, también, que la finalidad del Convenio, señalada en el artículo 3º, y sus principios y obligaciones generales, contemplados en los artículos 4º y 5º, se enmarcan en la protección de las generaciones presentes y futuras frente a las consecuencias nocivas del consumo de tabaco y de la exposición al humo. Estas normas, a juicio de la Corte, desarrollan los principios contenidos en los artículos 11, 49, 78 y 79 de la Carta, pues,
“En efecto, dichas normas señalan la obligación del Estado en la atención a la salud y saneamiento ambiental, en relación con el control de bienes y servicios ofrecidos a la comunidad, así como de la información que debe suministrarse al público en su comercialización, de la misma manera establecen la responsabilidad de los productores de sustancias que atentan contra la salud pública. Por otro lado, señalan el deber de toda persona de procurar el cuidado integral de su salud y la de su comunidad.”

Como se señala en la exposición de motivos del proyecto de Ley 1109 de 2006, los estudios de la Organización Mundial de la Salud demuestran que la adicción al tabaco disminuye las expectativas de vida de las personas. El tabaquismo es un problema de salud pública, que ocasiona un alto índice de incapacidad y muertes prematuras, causadas por enfermedades de carácter crónico, degenerativas e irreversibles. En el caso particular de Colombia, en el año 2000, los informes disponibles revelan que hubo “17.473 muertes atribuibles al consumo de tabaco. Nuestro país presenta índices altos de consumo, vemos como en los niños y jóvenes es alarmante el uso experimental, en los jóvenes de 12 a 17 años pasó de 12.7% en 1993 a 18.6% en 1998.”
 
El Convenio busca, de manera especial, proteger a la niñez y a la juventud de la adicción producida por el consumo de tabaco, con lo cual desarrolla los artículos 44 y 45 de la Carta. Según una encuesta realizada por la OMS en el año 2001, en los colegios oficiales de la capital colombiana, “el 62% de los estudiantes de Bogotá han probado alguna vez el cigarrillo y (…) el 30% de los estudiantes entre sexto y noveno grado consumió en el último mes algún producto derivado del tabaco, en su mayoría cigarrillos”.

El Convenio también se propone garantizar las prerrogativas de las personas no fumadoras, frente a la exposición al tabaco. Estas personas tienen derecho a respirar aire puro libre de humo; a protestar cuando se consuma tabaco y sus derivados en sitios prohibidos; a exigir que se obligue a suspender el consumo en estos sitios; a acudir ante la autoridad competente para defender sus derechos como no fumadoras y solicitar su protección; a exigir publicidad masiva de los efectos nocivos y mortales que produce el tabaco y la exposición a su humo; y a informar a la autoridad competente cuando se infrinjan las normas.

Sobre las medidas relativas a la reducción de la demanda y la oferta del tabaco, establecidas en el Convenio, la Corte ha puesto de presente en la sentencia en cita, que tales estrategias no son extrañas a la legislación interna y, por el contrario, la perfeccionan de cara a establecer una política de prevención y restricción al consumo de tabaco. Para ilustrar su dicho, la Corte hace el siguiente recuento histórico:

Decreto 3340 de 1982. Dispone que las propagandas emitidas por televisión, deberán decir que el cigarrillo es nocivo. /Ministerio de Comunicaciones, Salud y Presidencia de la República.
Decreto 3446 de 1982. Ministerio de Comercio Exterior. Establece que en los bienes y servicios que sean nocivos para la salud "deberá indicarse claramente y en caracteres perfectamente legibles, bien sea en sus etiquetas, envases o empaques o en un nexo que incluya dentro de estos, su nocividad...". 
Acuerdo 3 de 1983. Concejo de Bogotá. Prohíbe fumar en cines, teatros, bibliotecas, museos, coliseos deportivos cerrados, vehículos de uso público, espacios cerrados de colegios y demás centros de enseñanza.
Resolución 07559 de 1984. Ministerio de Salud. Crea el Consejo Nacional del Cigarrillo y Salud. 
Decreto Ley 30 de 1986. "Estatuto Nacional de Estupefacientes" Ministerio de Gobierno, Justicia y Salud, sólo podría expenderse cigarrillos y tabaco a personas mayores. Todo empaque de cigarrillo nacional o extranjero deberá llevar en el extremo inferior de la etiqueta, y ocupando una décima parte de ella, la leyenda "El cigarrillo es nocivo para la salud...".
Decreto 3788 de 1986. Reglamentación a la Ley 30 de 1986. El Ministerio de Salud (hoy de la Protección Social) Justicia y del Interior y Educación.  La Dirección de Vigilancia y Control del Ministerio de Salud, a través de la Dirección de Vigilancia de Productos Químicos, dispondrá las medidas conducentes para que las empresas que elaboran y distribuyen cigarrillos y tabaco incluyan las leyendas de acuerdo con la Ley 30. 
Resolución 1191 de 1987, Instituto Nacional de Cancerología. Prohíbe el consumo de cigarrillo en sus instalaciones. 

Acuerdo 004 de octubre 19 de 2005, de la  Junta Directiva de la Comisión Nacional de Televisión, “por el cual se reglamenta la publicidad de cigarrillo, tabaco y bebidas con contenido alcohólico en televisión”
.
Acuerdo 01 de 2006, por parte de la misma Comisión Nacional de Televisión, que reglamenta la emisión de publicidad de bebidas con contenido alcohólico, cigarrillos y tabaco en los canales de televisión abierta, cerrada y satelital, que modifica el anterior” 
.
La Corte concluye que la política nacional antitabaquismo ha estado enfocada, desde años atrás, en la progresiva limitación publicitaria de la venta y consumo de cigarrillos y tabaco, en la protección del medio ambiente y de los derechos de terceros no fumadores, que pueden verse afectados con la exposición al humo, y en la prevención de la adicción temprana. Esta política respeta los artículos 78, 79, 80 y 81 de la Carta y garantiza su cumplimiento. Por ello, la Corte considera que las medidas contempladas en el Convenio marco de la OMS son válidas y legítimas para el control del tabaquismo, incluso las que implican restricciones a la libertad de empresa. 
La Corte hace énfasis en la necesidad de que el Estado intervenga en la economía, a través de la ley, con el fin de procurar una mejor calidad de vida de todas las personas bajo su jurisdicción, como lo ordena el artículo 334 superior. Dentro de este contexto, recuerda que las medidas sobre precios, impuestos y publicidad, dictadas para reducir la demanda del tabaco, a que hacen alusión los artículos 6º, 7º y 13ª del mentado Convenio, son importantes herramientas para reducir su consumo, y se enmarcan en las políticas públicas preventivas y represivas especiales orientadas a ese fin.

4. Las disposiciones acusadas están en armonía con la Constitución y con las obligaciones internacionales del Estado colombiano.
Estudios recientes de la OMS
 aportan importantes evidencias, que ameritan ser consideradas en este caso, como pasa a verse. 

El tabaco es la principal causa evitable de muerte en el mundo; es el único producto de consumo legal que mata entre un tercio y la mitad de sus consumidores, cuando es usado como lo indican sus fabricantes. Estas muertes suelen resultar prematuras y, en promedio, reducen la expectativa de vida en unos 15 años. 
De cerca de 1.800 millones de jóvenes del mundo, entre los 10 y los 24 años, el 85% vive en países en desarrollo. Estos jóvenes, luego de sobrevivir al vulnerable periodo de la niñez, suelen estar en términos generales sanos. Sin embargo, en la medida en que la industria tabacalera intensifica sus esfuerzos para captar a los jóvenes entre sus clientes, como potenciales consumidores habituales, la salud de un porcentaje importante de ellos en el mundo está seriamente amenazada por los efectos perjudiciales de su mercancía. 
Está demostrado científicamente que la nicotina es un producto altamente adictivo. Su consumo temprano, durante la niñez y la adolescencia, puede llevar fácilmente a toda una vida de dependencia al cigarrillo. La mayoría de las personas comienza a fumar antes de los 18 años de edad, y de ellas una cuarta parte lo hace antes de los 10 años. La relación entre edad y consumo es inversamente proporcional, es decir, a menor edad en la que se prueba el tabaco por primera vez, mayores son las probabilidades de que la persona se transforme en un consumidor regular. Y, como ocurre con los hábitos longevos, cuando media la presencia de una sustancia adictiva, es mucho menos probable que la persona pueda dejar de consumir.
La exposición directa o indirecta a la publicidad del tabaco, junto con otras estrategias de marketing empleadas por la industria tabacalera, incitan a los jóvenes a probar el tabaco. Al hacerlo aumentan las probabilidades de reclutarlos en su clientela y aumentar la demanda. La industria tabacalera, en una clara relación costo beneficio, invierte decenas de miles de millones de dólares cada año, para introducir sus productos en el mercado, valga decir, para captar nuevos clientes, dirigiendo su publicidad de manera especial a los jóvenes, que son sus mejores clientes potenciales. Y esto es así, porque los consumidores habituales, en tanto hacen parte de una demanda cautiva, no necesitan estímulos adicionales para consumir. 
En respuesta a esta amenaza real, la campaña mundial antitabaquismo se centra en tres objetivos: i) encontrar formas efectivas de prevenir que los jóvenes prueben el tabaco y se conviertan en fumadores habituales; ii) brindar a los fumadores alternativas para combatir su adicción e inclusive imponer medidas coactivas para reprimirla; y iii) proteger a los no fumadores y al ambiente en general de la contaminación y los efectos nocivos producidos por el humo del cigarrillo. Lo anterior se intenta a partir de la regulación restrictiva de la producción, comercialización y consumo de los productos del tabaco y sus derivados, enfocada en la reducción de su oferta y de su demanda. 
En este contexto, se aprueba en Colombia la Ley 1335 de 2009, como corolario de una serie de medidas legislativas adoptadas en diferentes áreas para tal efecto. La ley contempla un catálogo de medidas preventivas y sancionatorias destinadas a: i) abolir la venta de tabaco a menores de edad; ii) evitar el consumo de tabaco en personas no fumadoras; iii) restringir la publicidad, empaquetado y etiquetado del tabaco, advirtiendo sobre sus efectos nocivos; iv) prohibir las acciones de patrocinio y promoción del tabaco; v) garantizar los derechos de las personas no fumadoras frente al consumo de tabaco; y vi) exigir el suministro de información por parte de las tabacaleras al Gobierno. Se trata de un conjunto de medidas que pretenden controlar todos los sectores implicados en el grave problema de salud pública que representa el tabaquismo, limitando sus libertades y, en algunos casos, sometiéndolos a cargas públicas para que coadyuven a contrarrestar los efectos perjudiciales de sus productos en los individuos y en la sociedad.

Es menester aclarar, en relación con las disposiciones impugnadas, dos puntos: i) que su constitucionalidad no puede analizarse al margen de las demás disposiciones que conforman el corpus juris de la lucha antitabaquismo en el país, las cuales se derivan de compromisos internacionales adquiridos por el Estado colombiano, en el marco del Convenio de la OMS para el control del tabaco; y ii) que la población más vulnerable en este contexto, está representada por los menores de edad, los adictos a la nicotina y los no fumadores.

Sobre el primer punto, conviene precisar que en ese corpus juris los artículos bajo estudio adquieren sentido, pues encuentran en él su objeto, su fin y su complemento, en la medida en que se encuentran integrados, de manera sistemática, en una política pública que pretende abolir las condiciones que propician la proliferación del tabaquismo entre la población. Sobre el segundo punto, conviene señalar que los intereses particulares de quienes se dedican a las actividades de producción, mercadeo, distribución y venta del tabaco y sus derivados, deben ceder ante el interés superior de los niños y adolescentes, a quienes se debe proteger a toda costa de convertirse en consumidores de esos productos, y ante el interés general de prevenir y combatir el grave problema de salud pública, al igual que el menoscabo al ambiente sano, que produce el tabaquismo.

El tabaco no es un producto cualquiera. Su naturaleza adictiva, debida a la nicotina y el alquitrán, al igual que su fácil disponibilidad y acceso, configuran una situación especial, que no es equiparable a la de otros productos en el comercio. Esta situación afecta de manera evidente el consumo. Los fumadores son tan adictos al tabaco, y en especial al cigarrillo, que serían capaces de pagar cualquier precio para continuar fumando la misma cantidad, o una superior, del producto, y así satisfacer sus necesidades o impulsos, aún cuando estuviere restringida su comercialización. De la misma manera actuaría quien, merced a la publicidad y a la presión social, se encuentra determinado a consumirlo, incluso por vez primera.

Ante la evidencia fáctica de que la demanda de tabaco, por estar fundada en una adicción, es poco elástica, la política pública de prevenir y reprimir el tabaquismo, requiere de una regulación que permita reducirla. Esta regulación pasa, de manera inevitable, por los precios y por las demás condiciones de promoción, distribución y venta, entre ellas, la publicidad. 

Los modelos de investigación que intentan valorar el impacto de la adicción a la nicotina, a partir de variables como el aumento de los precios del cigarrillo, o como la prohibición de su publicidad y patrocinio, establecen premisas diversas en función de si los fumadores son frecuentes o esporádicos, y de si ellos consideran o no, de manera razonable y suficiente, las consecuencias futuras de su acción o no lo hacen. No obstante, todos los modelos concuerdan en que los niveles de consumo actual del individuo, dependen de manera directa de los niveles de consumo anteriores, del precio actual del producto y de las condiciones de mercadeo y acceso al mismo. La relación entre el consumo previo y el consumo actual, tiene importantes efectos en la definición de la forma en que las restricciones a la venta y promoción influirán en la demanda de tabaco. Si los fumadores son adictos, su respuesta a estas medidas de control será considerablemente lenta, aunque aumentará a largo plazo. 
Si bien el nivel de efectividad de las medidas contra el tabaquismo no es uniforme, pues depende de las circunstancias económicas, sociales y culturales de cada lugar, su objeto y fin encuentran pleno respaldo constitucional, como en su momento lo reconoció la Corte al ejercer el control integral de constitucionalidad de la ley que aprueba el Convenio. El juicio sobre los resultados de estas medidas, resulta ajeno al control de inexequibilidad, pues según el reparto funcional de competencias que rige en el Estado de Derecho, le corresponde, en su debida oportunidad, hacerlo al Congreso y al Gobierno, en el marco de la colaboración armónica entre ellos.   

Las disposiciones demandadas reproducen, casi literalmente, el contenido de las obligaciones suscritas por el Estado colombiano, en virtud de la ratificación del citado Convenio Marco de la OMS para el Control del tabaco. Estas obligaciones tienen carácter erga omnes. Su cumplimiento se debe a la comunidad internacional en general, en virtud del derecho de los tratados, y a la sociedad colombiana en particular, en virtud del bloque de constitucionalidad al que se integran, por estar incluidas en un Convenio multilateral que protege derechos humanos como la vida, la integridad personal, la salud, el ambiente y el interés superior de los menores de edad.   
Tan evidente es el alcance global del Convenio, que otros Estados parte del mismo, inscritos en una economía de mercado tan liberal o más que la nuestra, han asumido la entera satisfacción de esos compromisos jurídicos en su derecho interno. Es especialmente representativo el caso de la Comunidad Europea de Naciones, que, mediante la Directiva 2003/33/CE, prohíbe tanto la publicidad del tabaco en los medios de comunicación impresos, la radio e internet, como su patrocinio en eventos de toda índole que tengan carácter transfronterizo. 

La Comisión Europea ha hecho un seguimiento estricto a la implementación de tales disposiciones en cada uno de los Estados miembros de la Comunidad, mediante solicitud de informes y realización de requerimientos, en torno del expedito ajuste de cada legislación doméstica a lo prescrito por lar normas comunitarias. 
Son ilustrativos los procesos de infracción iniciados en contra de Alemania y Luxemburgo,  por no haber comunicado de manera oportuna las medidas nacionales creadas para implementar la Directiva en mención; en contra de España, por contar con una disposición transitoria, que suspendía la aplicación de la prohibición de la publicidad y el patrocinio en competencias y eventos deportivos del motor, hasta tres años después de la entrada en vigor de la ley española; en contra de Italia, por no aplicar la prohibición de patrocinio a los eventos que tienen lugar exclusivamente en territorio italiano; en contra de Hungría, por permitir una excepción a la prohibición de la publicidad del tabaco, en eventos importantes desde el punto de vista económico; y en contra de la República Checa, por conceder una excepción de tres años para los contratos firmados antes de que la legislación nacional entrara en vigor.     
Lo anterior es suficiente para afirmar que carecen de asidero jurídico las consideraciones del actor, en cuanto a que la libertad de actividad económica y de iniciativa privada, establecida en la Carta, resulta incompatibles con la prohibición general de publicidad, promoción y patrocinio del tabaco y sus derivados, que se hace en desarrollo de los artículos 14, 15, 16 y 17 de la Ley 1335 de 2009. Sobre todo si se tiene en cuenta la reiterada y pacífica jurisprudencia de la Corte, según la cual esta libertad “está sometida a limitaciones potenciales más severas que las otras libertades y derechos constitucionales”, en la medida en que la Constitución confiere un valor relativo a los “derechos y libertades de contenido puramente patrimonial” y, en consecuencia, “debe hacerse una interpretación más amplia de las facultades regulatorias del Estado” en relación con ellas. 
Además de los anteriores argumentos, que avalan la exequibilidad de la prohibición que se implementa mediante las normas acusadas, se debe destacar que en el tránsito normativo se ha garantizado el principio de buena fe, que rige las relaciones entre las autoridades y los individuos. Esto se ha hecho al consagrar en el Convenio Marco en cita, un plazo razonable para que las personas que puedan ver afectados sus intereses privados, por causa de las obligaciones que se derivan de su articulado, encuentren los medios adecuados, a fin de someterse a ellas sin sufrir grave menoscabo en su patrimonio.
El artículo 13.2, al tiempo que contempla la procedencia de la prohibición de toda forma de publicidad, promoción y patrocinio del tabaco, concede un periodo de cinco años, a partir de su entrada en vigor, para que cada Estado parte adopte medidas legislativas tendientes a tal fin. En nuestro país, este Tratado rige desde el 27 de diciembre de 2006, momento en el que se promulgó su ley aprobatoria, y desde el cual ya eran previsibles las prohibiciones creadas por la presente ley, expedida el 21 de julio de 2009, es decir, alrededor de tres años y medio después de ratificado el Convenio Marco que le dio origen.

Ha habido, entonces, un lapso de tiempo suficiente para que las personas que pudieran ver afectados sus intereses, con motivo de las restricciones y prohibiciones bajo examen, pudieran ajustar su comportamiento a ellas, de modo tal que pudieran prepararse para evitar y, en su defecto, compensar, los efectos que pueda producirles la nueva normatividad que rige su actividad económica.    
5. Conclusión.
Por las anteriores razones, el Ministerio Público solicita hacer el siguiente pronunciamiento: 

Declarar EXEQUIBLES los artículos 14, 15, 16 y 17 de la Ley 1335 de 2009, que adopta “Disposiciones por medio de las cuales se previenen daños a la salud de los menores de edad, la población no fumadora y se estipulan políticas públicas para la prevención del consumo del tabaco y el abandono de la dependencia del tabaco del fumador y sus derivados en la población colombiana”.

Señores Magistrados,

MARTHA ISABEL CASTAÑEDA CURVELO
Procuradora General de la Nación (e)
LJMO/FESC
� Ministerio de Salud. ENFRECII. Tabaquismo, tomo II, 1998.


� Ver exposición de motivos.


� Este acuerdo regula la publicidad directa, indirecta y promocional de cigarrillo, tabaco y bebidas con contenido alcohólico en los canales de televisión abierta, cerrada y satelital de los niveles de cubrimiento nacional, regional, zonal y local con y sin ánimo de lucro, determinando la prohibición de todo tipo de publicidad referente a dicha materia en el medio televisivo. Establece disposiciones transitorias aplicables hasta el mes de noviembre de 2006, en algunos eventos en que excepcionalmente se podrá transmitir publicidad al respecto, salvo en franjas infantiles y señala que a partir del 1º de diciembre del año 2006 queda totalmente prohibida en la televisión colombiana y sin excepción alguna, cualquier clase de publicidad o referencia a cigarrillo, tabaco y bebidas con contenido alcohólico. 


� Las principales modificaciones consisten en señalar que no se consideran publicidad las vallas, logotipos o diseños que forman parte natural de un escenario que se emita en un evento deportivo cultural, siempre y cuando no constituyan primeros planos ni ocupen preponderantemente la pantalla. Ni tampoco las referencias de una marca relacionada con el patrocinio de dichos eventos. En nuevo acuerdo diferencia entre la publicidad directa, indirecta y promocional y señala los horarios y la intensidad en la que cada uno de estos tipos de publicidad puede ser transmitido en televisión. 


� Ver:  http://www.who.int/topics/tobacco/es/. 
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